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Podemos mencionar como ejemplo la queja 23/6471, presentada por una mujer con discapacidad que vive sola en una 
tercera planta sin las adecuaciones necesarias a su situación, lo que le imposibilitaba salir de casa. Por ello solicitaba 
ayuda para el pago de un alquiler en un piso que se adecúe a sus necesidades concretas.

1.2.2.8. Población femenina reclusa

Según los datos recogidos por el Defensor del Pueblo en el Informe 2022 del Mecanismo Nacional de Prevención de la 
Tortura, el porcentaje de mujeres en prisión en España es del 7,12% y en Andalucía aún menor, del 6,19% de la población 
reclusa, por lo que sin duda los establecimientos penitenciarios son contextos especialmente hostiles para las 
mujeres que se encuentran cumpliendo penas privativas de libertad.

Si bien es cierto que en todos los establecimientos penitenciarios se han implementado los correspondientes planes 
de igualdad y adaptado los destinos productivos, la distribución y el uso de espacios, la situación de estas mujeres es 
especialmente gravosa por el rol y las obligaciones que asumen en sus unidades familiares de origen y que, lejos 
que suspenderse durante el ingreso en prisión, las acompañan durante su condena.

Un ejemplo de esta realidad lo encontramos en el expediente de queja 23/7978, en el que su promotora solicitaba 
la intervención de esta Defensoría porque, desde que ingresó en el centro penitenciario, su madre y su hijo, con una 
discapacidad del 80 %, se encontraban en situación de total desamparo, sin que ella desde prisión pudiera atender a 
sus necesidades, lo que le generaba una gran angustia. Valorada su petición solicitamos la colaboración de su Ayunta-
miento, que accediendo a nuestra petición nos informó que los técnicos municipales se personarían en el domicilio de 
la interesada para valorar la situación de su familia y facilitarle la atención que precisase.

Estas situaciones a menudo provocan en las mujeres presas el desarrollo de enfermedades mentales que en muchos 
casos son diagnosticadas y atendidas en prisión; de hecho, más de la mitad de de las quejas tramitadas a instancia de 
internas en prisión este año 2023 denunciaban carencias en la atención facilitada por especialista en psiquiatría o por 
incidencias con la medicación pautada por las unidades de Salud Mental (quejas 23/0059, 23/0231, 23/1187 o 23/6628).

1.2.2.9. Servicios de Interés General

Dentro del ámbito de los servicios de interés general y referido concretamente a los servicios financieros, debemos 
mencionar la queja 23/5714, remitida por una mujer divorciada desde hacía 13 años que quería acogerse al Código de 
Buenas Prácticas (CBP) para rebajar la cuota hipotecaria, que le había subido considerablemente, hasta suponer más 
de la mitad de su sueldo, algo que no podía asumir y que tenía visos de empeorar al estar en puertas una nueva subida. 
Como el ex marido figuraba en la hipoteca, aunque no en la escritura de propiedad, lo habló con él y este le dijo que 
estaba de acuerdo, que hiciera los trámites. 

Lamentablemente nuestras posibilidades de intervención en estos casos son muy limitadas o prácticamente inexistentes, 
ya que lo que subyace en el fondo del asunto es un conflicto que afecta únicamente a particulares, dado que la entidad 
financiera actúa conforme a derecho, por lo que únicamente cabe acudir a la vía judicial en caso de no poder llegar 
a un acuerdo amistoso. En este sentido hemos conocido que algunos Juzgados de familia han ordenado a una de las 
partes que firmase el Código de Buenas Prácticas, dentro de las medidas adoptadas para regulación del convenio de 
divorcio y en favor de los hijos menores fruto del anterior matrimonio.

En cuanto a la posibilidad de que su entidad financiera no exija la firma de la ex pareja para rebajar la cuota hipotecaria 
de acuerdo con el Código de Buenas Prácticas, es una opción complicada, ya que, aunque la elevación a escritura públi-
ca del acuerdo de modificación del préstamo es potestativa, la entidad podría valorar que la firma del acuerdo resulta 
necesaria en todo caso porque los términos del contrato firmado en su día obligan a ambos y cualquier modificación 
de las condiciones pactadas requiere el consentimiento de todas las partes contratantes. 

En todo caso, valoramos que las entidades financieras, cuando se den este tipo de situaciones, podría ofrecer al-
guna solución que permita a la mujer atender sus obligaciones de pago, dentro de lo que se denomina «política 
comercial y de asunción de riesgos». 

https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2024/01/ANEXO-E.1_CP.pdf
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2024/01/ANEXO-E.1_CP.pdf
https://portal.mineco.gob.es/en-us/economiayempresa/destacados/Pages/Codigo_de_buenas_practicas.aspx
https://portal.mineco.gob.es/en-us/economiayempresa/destacados/Pages/Codigo_de_buenas_practicas.aspx
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